
En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cúmpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 17 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario gene­

ral rara Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.

Excno. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

33586 ORDEN 111/04397/1983, de 17 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 16 de 
septiembre de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Manuel Uriz Prado, 
Cabo de la Guardia Civil.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante, don Manuel Uriz Prado, 
quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Aboga­
do del Estado, contra las resoluciones de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 19 de septiembre de 1979 
y de 18 de diciembre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
18 de septiembre de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración, y aceptando su allanamiento estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Manuel 
Uriz Prado, representado por el Procurador señor García Mon­
tubia contra las resoluciones de la Sala de Gobierno del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 19 de septiembre de 1979 y de 
18 de diciembre de 1981, que anulamos en cuanto fijan el haber 
de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del 
regulador, debiendo señalarlo en ese porcentaje, y manteniendo 
los demás pronunciamientos de las resoluciones recurridas; sin 
imposición de las costas causadas en este procedimiento.

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la Colección Legislativa, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el articulo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 17 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

33587 ORDEN 111/04398/1983, de 17 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 22 de 
julio de 1983 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don José Torres Alcaraz, Bri­
gada de Ingenieros, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Torres Alca­
raz, Brigada de Ingenieros, retirado, quien postula por si mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración Pública repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Consejo Supremo de Justicia Militar de 26 de marzo 
de 1980 y 27 de enero de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 
22 de julio de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la pretensión 
principal del recurrente, estimamos el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don José Torres Alcaraz contra las 
resoluciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 26 de marzo de 1980 y 27 de enero de 1982, 
las que anulamos en cuanto fijan la pensión de retiro del 
recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del haber regulador, 
debiendo dictar nuevo acuerdo, señalándose en ese porcentaje, 
y confirmando las demás decisiones de las resoluciones impug­
nadas, sin imposición de las costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V E muchos años.
Madrid, 17 de noviembre de 1983.—P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

33588 ORDEN 111/04399/1983, de 17 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 13 
de junio de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Honorino Colinas 

Núñez, ex Soldado de la Antigua Aviación Mi­
litar.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Honorino 
Colinas Núñez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 17 de marzo y 12 de junio de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 13 de junio de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo, sobre aplicación de los beneficios del Real 
Decreto-ley 6/1978, de 8 de marzo, interpuesto por el Procura­
dor don Emilio García Fernández, en nombre y representación 
de don Honorino Colinas Núñez, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 17 de marzo y 12 de junio de 1981, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo parcial­
mente, reconociendo al recurrente por virtud de lo dispuesto en 
la Ley 10/1980, de 14 de marzo, le resulten de aplicación los 
beneficios recogidos en el artículo 2.° del Real Decreto-ley 8/ 
1978 (señalamiento correspondiente haber pasivo), desde la fe­
cha de publicación de dicho Real Decreto-ley; sin expresa impo­
sición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legajes junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 17 de noviembre de 1983.—P. D , el Secretario ge- 

neial pare Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire
(JEMA).

33589 ORDEN 111/04400/1983, de 17 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de 
septiembre de 1983 en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Angel Sánchez Chi­
charro, soldado de aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Angel Sánchez 
Chicharro, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones de la Sala de Go­
bierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 15 de junio 
de 1981 y 5 de mayo de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 
30 de septiembre de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción a la pretensión principal de la demanda, estimamos en 
parte el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Angel Sánchez Chicharro, contra resoluciones de la Sala de 
Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 15 de junio 
de 1981 y 5 de mayo de 1982, las que anulamos en cuanto fijan 
la pensión de retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 
por 100 del haber regulador, debiendo dictar nuevo acuerdo, 
señalándola en ese porcentaje, y confirmando las demás deci­
siones de las resoluciones impugnadas, con desestimación de la


